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Derecho constitucional 
 Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo 

RESPONSABILIDADES DE LAS AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS (Cap. 6) 

Responsabilidades de las autoridades y funcionarios (Art. 23) 

Cuando las actuaciones practicadas revelen que la queja ha sido originada presumiblemente por el 1abuso, 
2arbitrariedad, 3discriminación, 4error, 5negligencia u 6omisión de un funcionario, el Defensor del Pueblo 
podrá dirigirse al afectado haciéndole constar su criterio al respecto. Con la misma fecha dará traslado de 
dicho escrito al superior jerárquico, formulando las sugerencias que considere oportunas. 

Relaciones con el Fiscal General del Estado (Art. 25) 

Cuando el Defensor del Pueblo, en razón del ejercicio de las funciones propias de su cargo, tenga 
conocimiento de una conducta o hechos presumiblemente delictivos lo pondrá de inmediato                                     
en conocimiento del Fiscal General del Estado. 

En cualquier caso, el Fiscal General del Estado informará periódicamente al Defensor del Pueblo, o cuando 
éste lo solicite, del trámite en que se hallen las actuaciones iniciadas a su instancia. 

El Fiscal General del Estado pondrá en conocimiento del Defensor del Pueblo todas aquellas posibles 
irregularidades administrativas de que tenga conocimiento el Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus 
funciones. 

Exigencia de responsabilidad de oficio (Art. 26) 

El Defensor del Pueblo podrá, de oficio, ejercitar la acción de responsabilidad contra todas las autoridades, 
funcionarios y agentes civiles del orden gubernativo o administrativo, incluso local, sin que sea necesaria 
la previa reclamación por escrito. 

GASTOS CAUSADOS A PARTICULARES (Cap. 7) 

Gastos o perjuicios a particulares (Art. 27) 

Los gastos efectuados o perjuicios materiales causados a los particulares que no hayan promovido la queja 
al ser llamados a informar por el Defensor del Pueblo, serán correspondidos con cargo a su presupuesto una 
vez justificados debidamente. 

DE LAS RESOLUCIONES (Tít. 3) 
CONTENIDO DE LAS RESOLUCIONES (Cap. 1) 

Contenido de las resoluciones (Art. 28) 

El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y resoluciones de la 
Administración Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la 
producción de aquéllos. 

Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso de 
la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá sugerir al 
órgano legislativo competente o a la Administración la modificación de la misma. 

Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en virtud de acto 
administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades administrativas 
competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y sanción. 

Legitimidad del Defensor del Pueblo para interponer recursos (Art. 29) 

El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, 
de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Advertencias, recomendaciones, recordatorios y sugerencias (Art. 30) 
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 Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo 

El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y funcionarios 
de las AAPP 1advertencias, 2recomendaciones, 3recordatorios de sus deberes legales y 4sugerencias para 
la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades y los funcionarios vendrán obligados a 
responder por escrito en término no superior al de 1 mes. 

NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES (Cap. 2) 

Resultados de las investigaciones (Art. 31) 

El Defensor del Pueblo informará al interesado del 1resultado de sus investigaciones y gestión así como de 
la 2respuesta que hubiese dado la Administración o funcionario implicados, salvo en el caso de que éstas, 
por su naturaleza, fuesen consideradas como de carácter reservado o declaradas secretas. 

INFORME A LAS CORTES (Cap. 3) 

Informe a las Cortes (Art. 32) 

El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada en un 
informe que presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario de sesiones. 

Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario que 
dirigirá a las Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se encontraran reunidas. 

Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados. 

Disposición final única. Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura 

El Defensor del Pueblo ejercerá las funciones del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura de 
conformidad con la 1Constitución, la presente 2Ley y el 3Protocolo facultativo de la Convención contra la 
tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Se crea un Consejo Asesor como órgano de cooperación técnica y jurídica en el ejercicio de las funciones 
propias del Mecanismo Nacional de Prevención, que será presidido por el Adjunto en el que el Defensor 
del Pueblo delegue las funciones previstas en esta disposición.  

El Reglamento determinará su estructura, composición y funcionamiento. 
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Derecho constitucional 
 Ley orgánica 1/1982, del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen 

 

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA 

A todos los que la presente vieren y entendieren. 

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley Orgánica: 

Conforme al artículo dieciocho, uno, de la Constitución, los derechos al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen tienen el rango de fundamentales, y hasta tal punto aparecen realzados en el 
texto constitucional que el artículo veinte, cuatro, dispone que el respeto de tales derechos constituya un 
límite al ejercicio de las libertades de expresión que el propio precepto reconoce y protege con el mismo 
carácter de fundamentales. 

DISPOSICIONES GENERALES (Cap. 1) 

Derecho al honor, intimidad y a la propia imagen (Art. 1) 

El derecho fundamental al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, garantizado en el 
art. 18 de la Constitución, será protegido civilmente frente a todo género de intromisiones ilegítimas, de 
acuerdo con lo establecido en la presente Ley Orgánica. 

El carácter delictivo de la intromisión no impedirá el recurso al procedimiento de tutela judicial previsto en 
el art. 9º de esta Ley. En cualquier caso, serán aplicables los criterios de esta Ley para la determinación de la 
responsabilidad civil derivada de delito. 

El derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen es irrenunciable, inalienable e 
imprescriptible. La renuncia a la protección prevista en esta ley será nula, sin perjuicio de los supuestos de 
autorización o consentimiento a que se refiere el art. 2º de esta ley. 

Delimitación de la protección civil  (Art. 2) 

La protección civil del honor, de la intimidad y de la propia imagen quedará delimitada por las leyes y por 
los usos sociales atendiendo al ámbito que, por sus propios actos, mantenga cada persona reservado para 
sí misma o su familia. 

No se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere 
expresamente autorizada por Ley o cuando el titular del derecho hubiere otorgado al efecto su 
consentimiento expreso o, por imperativo del art. 71 de la Constitución, cuando se trate de opiniones 
manifestadas por Diputados o Senadores en el ejercicio de sus funciones. Iniciado un proceso civil en 
aplicación de la presente Ley, no podrá seguirse contra un Diputado o Senador sin la previa autorización 
del Congreso de los Diputados o del Senado. 

La previa autorización será tramitada por el procedimiento previsto para los suplicatorios. 

El consentimiento a que se refiere el párrafo anterior será revocable en cualquier momento, pero habrán 
de indemnizarse en su caso, los daños y perjuicios causados, incluyendo en ellos las expectativas 
justificadas. 

Consentimiento de menores e incapaces (Art. 3) 

El consentimiento de los menores e incapaces deberá prestarse por ellos mismos si sus condiciones de 
madurez lo permiten, de acuerdo con la legislación civil. 

En los restantes casos, el consentimiento habrá de otorgarse mediante escrito por su representante legal, 
quien estará obligado a poner en conocimiento previo del Ministerio Fiscal el consentimiento proyectado. 
Si en el plazo de 8 días el Ministerio Fiscal se opusiere, resolverá el Juez. 

Acciones de protección civil (Art. 4) 

El ejercicio de las acciones de protección civil del honor, la intimidad o la imagen de una persona fallecida 
corresponde a quien ésta haya designado a tal efecto en su testamento. La designación puede recaer en 
una persona jurídica. 
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No existiendo designación o habiendo fallecido la persona designada, estarán legitimados para recabar la 
protección el cónyuge, los descendientes, ascendientes y hermanos de la persona afectada que viviesen 
al tiempo de su fallecimiento. 

A falta de todos ellos, el ejercicio de las acciones de protección corresponderá al Ministerio Fiscal, que 
podrá actuar de oficio a instancia de persona interesada, siempre que no hubieren transcurrido más de 80 
años desde el fallecimiento del afectado. El mismo plazo se observará cuando el ejercicio de las acciones 
mencionadas corresponda a una persona jurídica designada en testamento. 

En los supuestos de intromisión ilegítima en los derechos de las víctimas de un delito a que se refiere el 
apdo. 8 del art. 7º, estará legitimado para ejercer las acciones de protección el ofendido o perjudicado por 
el delito cometido, haya o no ejercido la acción penal o civil en el proceso penal precedente. También estará 
legitimado en todo caso el Ministerio Fiscal. En los supuestos de fallecimiento, se estará a lo dispuesto en 
los apartados anteriores. 

Acción de protección por varios parientes (Art. 5) 

Cuando sobrevivan varios parientes de los señalados en el artículo anterior, cualquiera de ellos podrá 
ejercer las acciones previstas para la protección de los derechos del fallecido. 

La misma regla se aplicará, salvo disposición en contrario del fallecido, cuando hayan sido varias las 
personas designadas en su testamento. 

Fallecimiento por la lesión del derecho (Art. 6) 

Cuando el titular del derecho lesionado fallezca sin haber podido ejercitar por sí o por su representante 
legal las acciones previstas en esta ley, por las circunstancias en que la lesión se produjo, las referidas 
acciones podrán ejercitarse por las personas señaladas en el art. 4. 

Las mismas personas podrán continuar la acción ya entablada por el titular del derecho lesionado cuando 
falleciere. 

DE LA PROTECCIÓN CIVIL DEL HONOR, DE LA INTIMIDAD Y DE LA PROPIA IMAGEN (Cap. 2) 

Intromisiones ilegítimas (Art. 7) 

Tendrán la consideración de intromisiones ilegítimas en el ámbito de protección delimitado por el art. 2 de 
esta Ley: 

El emplazamiento en cualquier lugar de aparatos de escucha, de filmación, de dispositivos ópticos o de 
cualquier otro medio apto para grabar o reproducir la vida íntima de las personas. 

La utilización de aparatos de escucha, dispositivos ópticos, o de cualquier otro medio para el conocimiento 
de la vida íntima de las personas o de manifestaciones o cartas privadas no destinadas a quien haga uso 
de tales medios, así como su grabación, registro o reproducción. 

La divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia que afecten a su reputación 
y buen nombre, así como la revelación o publicación del contenido de cartas, memorias u otros escritos 
personales de carácter íntimo. 

La revelación de datos privados de una persona o familia conocidos a través de la actividad profesional u 
oficial de quien los revela. 

La captación, reproducción o publicación por fotografía, filme, o cualquier otro procedimiento, de la imagen de 
una persona en lugares o momentos de su vida privada o fuera de ellos, salvo los casos previstos en el art. 8.2. 

La utilización del nombre, de la voz o de la imagen de una persona para fines publicitarios, comerciales o 
de naturaleza análoga. 
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La imputación de hechos o la manifestación de juicios de valor a través de acciones o expresiones que de 
cualquier modo lesionen la dignidad de otra persona, menoscabando su fama o atentando contra su propia 
estimación. 

La utilización del delito por el condenado en sentencia penal firme para conseguir notoriedad pública u 
obtener provecho económico, o la divulgación de datos falsos sobre los hechos delictivos, cuando ello 
suponga el menoscabo de la dignidad de las víctimas. 

Intromisiones legítimas (Art. 8) 

No se reputará, con carácter general, intromisiones ilegítimas las actuaciones autorizadas o acordadas por 
la Autoridad competente de acuerdo con la ley, ni cuando predomine un interés histórico, científico o 
cultural relevante. 

En particular, el derecho a la propia imagen no impedirá: 

- Su captación, reproducción o publicación por cualquier medio cuando se trate de personas que ejerzan 
un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte durante un 
acto público o en lugares abiertos al público. 

- La utilización de la caricatura de dichas personas, de acuerdo con el uso social. 

- La información gráfica sobre un suceso o acaecimiento público cuando la imagen de una persona 
determinada aparezca como meramente accesoria. 

Las excepciones contempladas en los párrafos a) y b) no serán de aplicación respecto de las autoridades o 
personas que desempeñen funciones que por su naturaleza necesiten el anonimato de la persona que las ejerza. 

Tutela Judicial (Art. 9) 

La tutela judicial frente a las intromisiones ilegítimas en los derechos a que se refiere la presente Ley podrá 
recabarse por las vías procesales ordinarias o por el procedimiento previsto en el 
art. 53.2 de la Constitución. También podrá acudirse, cuando proceda, al recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional. 

La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesarias para poner fin a la intromisión 
ilegítima de que se trate y, en particular, las necesarias para: 

- El restablecimiento del perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, con la declaración de la 
intromisión sufrida, el cese inmediato de la misma y la reposición del estado anterior. En caso de 
intromisión en el derecho al honor, el restablecimiento del derecho violado incluirá, sin perjuicio del 
derecho de réplica por el procedimiento legalmente previsto, la publicación total o parcial de la 
sentencia condenatoria a costa del condenado con al menos la misma difusión pública que tuvo la 
intromisión sufrida. 

- Prevenir intromisiones inminentes o ulteriores (futuras). 

- La indemnización de los daños y perjuicios causados. 

- La apropiación por el perjudicado del lucro obtenido con la intromisión ilegítima en sus derechos. 

Estas medidas se entenderán sin perjuicio de la tutela cautelar necesaria para asegurar su efectividad. 

La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La indemnización 
se extenderá al daño moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la 
lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o audiencia del 
medio a través del que se haya producido. 

El importe de la indemnización por el daño moral, en el caso de los 3 primeros apartados del art. 4, 
corresponderá a las personas a que se refiere su apdo. 2 y, en su defecto, a sus causahabientes, en la 
proporción en que la sentencia estime que han sido afecta. 

En los casos del art. 6, la indemnización se entenderá comprendida en la herencia del perjudicado. 
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